BOLETÍN N° 682-07
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una Dirección de Seguridad Pública e Informaciones.
____________________________________
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. Presidente de la República, que crea una Dirección de Seguridad Pública e Informaciones. El proyecto ha sido declarado de simple urgencia por S.E. el Presidente de la República. El plazo del Senado vence el 3 de diciembre próximo.
A algunas de las sesiones que vuestra Comisión dedicó a este asunto asistieron, además de sus miembros, los HH. Senadores señores Arturo Frei Bolívar, Vicente E. Huerta Celis, Miguel Otero Lathrop, Sergio Páez Verdugo y Santiago Sinclair Oyaneder y los HH. Diputados señores José Miguel Ortiz Novoa y Guillermo Yungue Bustamante.

Concurrieron también el señor Ministro del Interior subrogante, don Belisario Velasco Baraona, el Director Nacional de Gendarmería, don Isidro Solís Palma y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior,
don Rodrigo Asenjo Zegers.

Además, la Comisión escuchó la opinión sobre el proyecto del General Director de Carabineros de Chile, General don Rodolfo Stange Oelckers, del Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Nelson Mery Figueroa y de los Directores de Inteligencia de las tres ramas de las Fuerzas Armadas.
- - -
Se deja constancia que las siguientes disposiciones del proyecto que es proponemos son propias de ley orgánica constitucional: artículos 1º, 2º, 10º, 24, inciso segundo, y 26.

- - -
DISCUSIÓN GENERAL.

El proyecto en informe crea un servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, dependiente del Ministro del Interior: la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones.

El sustituye una iniciativa anterior del Ejecutivo, que proponía crear en el mismo Ministerio una Subsecretaría con los objetivos asignados ahora a la Dirección. Contenida en el Boletín N° 590-07, ingresó a tramitación el 8 de enero de este año y fue retirada del Congreso Nacional el 12 de mayo siguiente.
El nuevo texto recoge observaciones y sugerencias planteadas, tanto por los partidos políticos, cuanto por los parlamentarios, durante la discusión del primer proyecto en la H. Cámara de Diputados, lo que fue causa principal de que el que es materia del presente informe haya sido aprobado en forma prácticamente unánime en la Cámara de origen.

El articulo 24 de la Carta Fundamental manifiesta que la autoridad del Presidente de la República se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

El mensaje expresa que el Estado chileno no dispone de un órgano de apoyo en la búsqueda y análisis de la información necesaria para adoptar decisiones en los ámbitos de la seguridad interna y del orden público, ni en materia de coordinación de las instituciones policiales, constitucionalmente llamadas a garantizarlos. Agrega que estos temas deben ser enfocados como propios de una política de Estado, que sea producto de amplios y sólidos consensos políticos y sociales.

La delincuencia común y el terrorismo son dos fenómenos que afectan cada vez con mayor frecuencia la integridad y el funcionamiento de las sociedades contemporáneas. Un país organizado conforme al marco que impone un Estado de Derecho democrático debe combatir estéis lacras y protegerse eficazmente de ellas con medios también democráticos. Afirma S.E. el Presidente de la República que el empleo indiscriminado de la violencia como respuesta a la delincuencia, común o terrorista, sólo trae mayor inseguridad a las personas y aleja las posibilidades de convivencia civilizada.

El Gobierno distingue tres ámbitos de actividad en esta materia: la función preventiva de inteligencia, las medidas políticas y sociales de prevención y la función de investigación y castigo de delitos comunes y terroristas.
Respecto de lo primero, la función de inteligencia preventiva, el 26 de abril de 1991 se publicó en el Diario Oficial el D.S. N° 363, del Ministerio del Interior, de fecha 18 del mismo mes y año, que creó el Consejo Coordinador de Seguridad Pública. Este ente debe prestar asesoría al Presidente de la República, a través del Ministro del Interior, y proponer medidas de planificación estratégica y de coordinación de las políticas de seguridad pública que en materia de terrorismo correspondan a Carabineros y a Investigaciones.

Respecto de lo segundo, las medidas políticas y sociales de prevención, la política gubernativa para enfrentar a la delincuencia común tiene tres objetivos: la prevención y represión del delito y la rehabilitación del delincuente.

En cuanto a los dos primeros, los esfuerzos se han centrado en dotar técnicamente a las Fuerzas de Orden y Seguridad, en aumentar sus contingentes y en incrementar sus presupuestos, revirtiendo con esto una tendencia regresiva de larga data en materia de inversión pública en este campo.

Por lo que hace a la rehabilitación, elacento se ha puesto en aumentos presupuestarios para la Dirección Nacional de Gendarmería y el Servicio Nacional de Menores. Sin embargo, el Gobierno manifiesta estar consciente de que la solución profunda del problema de la delincuencia pasa obligadamente por la superación de la extrema pobreza, la cesantía juvenil y las carencias educacionales.

Respecto de lo tercero, la función de investigación y castigo de los delitos, el señor Ministro del Interior subrogante señaló que ella compete más bien al Poder Judicial y a las policías. A este respecto, destacó, el Gobierno se ha esforzado en aumentar los recursos dedicados a la administración de justicia y ha propuesto reformas procesales que hagan más eficiente la tarea de aquélla.

El proyecto en informe pretende que la Dirección que se crea coordine las actividades de orden y seguridad pública y proporcione al Ministro del Interior la inteligencia necesaria para la formulación de políticas y para la adopción de medidas y acciones específicas para hacer frente a las conductas terroristas y a los delitos que afecten el orden público y la seguridad pública interior.

En esta perspectiva, la Dirección sólo puede tener carácter coordinador y productor de inteligencia, quedándole vedada cualquier función operativa, las que conforme a la Constitución Política de la República están reservadas exclusivamente a las Fuerzas de Orden y Seguridad, esto es, a las instituciones policiales.

El señor Ministro del Interior subrogante expresó que por actividad preventiva de inteligencia debe entenderse la acumulación de información destinada a impedir la comisión de delitos por parte de grupos terroristas y otros dedicados al crimen organizado, y a establecer las características operativas de dichos grupos y las conexiones entre ellos.

Asimismo, el mensaje procura despejar toda duda en cuanto que a las Fuerzas Armadas no les corresponde participar operativamente en cuestiones relacionadas con el orden y la seguridad pública interna, salvo en casos de excepción constitucional. Lo cual debe entenderse sin perjuicio de que ellas colaboren entregando la información atinente a esas cuestiones, recogida en el ejercicio de las actividades de inteligencia que les son propias. Esta actividad de cooperación se cumpliría a través del Consejo Consultivo que se crea en el seno de la Dirección.

El señor Ministro del Interior subrogante puntualizó que el Gobierno ha actuado con el mayor rigor, y continuará haciéndolo, a fin de evitar que excesos o errores administrativos en la actuación de los servicios redunden en una amenaza para la seguridad de las personas o infrinjan el respeto irrestricto que merecen sus garantías constitucionales.

- - - 

En el seno de vuestra Comisión se alzaron voces críticas respecto de algunos aspectos de la iniciativa de ley en informe. Ellas pueden sintetizarse en los siguientes aspectos básicos:

a) Algunos de sus preceptos lindan en lo inconstitucional, pues permitirían invadir la esfera de competencia atribuida en exclusividad por la Constitución Política de la República a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, o porque constituyen un auténtico cambio de dependencia de dichas fuerzas.

b) La función de coordinación policial asignada a la Dirección es típicamente operativa y, por tanto, contrapuesta al propósito que anima al proyecto.

c) El nivel de vinculación entre el Director y las instituciones policiales podría vulnerar los principios de jerarquía y disciplina que informan la organización de las instituciones que conforman las Fuerzas Armadas y las de Orden y Seguridad Pública.

d) Hay en el articulado disposiciones que ponen en peligro la reserva que, por razones de eficacia y seguridad personal, debe rodear las actividades, las instituciones y los funcionarios que se dedican a tareas de inteligencia.

e) Por último, se pusieron de manifiesto algunas incoherencias internas en el articulado y se formularon proposiciones que lo complementan.

Varios de los aspectos indicados están íntimamente vinculados entre sí, por manera que serán tratados simultáneamente. Otros, por su propio alcance, serán abordados en la exposición de la discusión particular.

- - -
La cuestión de constitucionalidad fue planteada principalmente por el H. Senador señor Huerta.

Hizo presente Su Señoría que el artículo 90 de la Constitución Política de la República consagra el monopolio policial, en cuanto preceptúa que las Fuerzas de Orden y Seguridad están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones, instituciones a las que señala expresamente sus funciones: dar eficacia al derecho y garantizar el orden público y la seguridad pública interior, de conformidad con sus respectivas leyes orgánicas.

El mismo artículo dispone que las Fuerzas de Orden y Seguridad dependen del Ministerio encargado de la Defensa Nacional y que son obedientes, no deliberantes, profesionales, jerarquizadas y disciplinadas.

Ahora bien, en concepto del autor de esta impugnación la función coordinadora que se asigna a la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones es propia de un órgano policial y no de uno de carácter político administrativo; tal función de coordinación es típicamente operativa y funcional, lo que implica que los cuerpos policiales quedarán subordinados a la Dirección; a esa organización de tipo policial por sus funciones se la hace depender del Ministerio del Interior, en lugar del de Defensa Nacional; el rango que se atribuye a su Director rompe la jerarquía, desde que el General Director de Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones le quedan, de hecho, subordinados, y la facultad de requerir antecedentes, en el caso de las fuerzas dependientes del Ministerio de Defensa, vulnera el conducto regular, afectando la disciplina.

Por lo que dice relación con la naturaleza de la función de coordinar, el H. Senador señor Sinclair hizo presente que en el léxico militar ella se asimila a la de mandar.

Explicó Su Señoría que coordinar es fijar objetivos claros, determinar prioridades entre ellos y evaluarlos; todo ello con el propósito de ordenar una acción.

El problema que se presenta es, entonces, que la coordinación no debe atropellar las jerarquías internas de las instituciones coordinadas, para lo cual es preciso radicar la función en el nivel más alto, superior a los mandos institucionales.

A este respecto, manifestó que las formas de organización del mando militar admiten dos tipos de autoridades: las ejecutivas, que mandan y coordinan, y las directivas, que asesoran, aconsejan, estudian y evalúan, para que las otras resuelvan.

Con las prevenciones que quedan dichas, para tenerlas en cuenta en la discusión pormenorizada del proyecto, vuestra Comisión lo aprobó en general, por unanimidad.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR.

Los acuerdos que condujeron al texto que os proponemos fueron aprobados por consenso en el seno de vuestra Comisión. Pasamos enseguida a describir el contenido del articulado y las enmiendas que se hicieron en él.
TITULO I, DEL OBJETO, DEPENDENCIA Y RELACIONES

El artículo 1º crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, como un servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, dependiente del Ministro del Interior.

Para radicar la dependencia en el Ministro del Interior se tuvo en cuenta que él es el jefe del gabinete, se desempeña como Vicepresidente de la República, dirige la cartera responsable del orden público y la seguridad ciudadana y, además, ha sido encargado de la coordinación entre los ministerios que tienen funciones o atribuciones relacionadas con las materias indicadas, de conformidad con la autorización del inciso final del artículo 33 de la Constitución Política de la República.

Esta norma debe ser establecida con quórum de ley orgánica constitucional porque altera el artículo 26 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado. En efecto, este último precepto dispone que los servicios públicos están sometidos a la dependencia del Presidente de la República, a través del ministerio correspondiente. La norma en comento lo enmienda tácitamente, en cuanto establece una regla diferente en materia de dependencia.

A indicación del H. Senador señor Sinclair, se agregó a la definición el término "directivo", para despejar dudas en cuanto a la naturaleza no operativa ni ejecutiva de la Dirección, habiéndose acordado dejar especial y expresa constancia en el mismo sentido, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley.

El artículo 2° señala los objetivos de la Dirección: coordinar las actividades de las fuerzas de orden y seguridad pública y proporcionar al Ministro del Interior la información, estudios, análisis e inteligencia necesarios para la formulación de políticas y para la adopción de medidas y acciones específicas, en lo relativo a las conductas terroristas y a las que puedan constituir delitos que afecten el orden público o la seguridad pública interior.
Aquí se radica la principal objeción que ha recibido este proyecto, cual es la de que la función de coordinación lleva envuelta la facultad de mandar a las fuerzas policiales que se coordinan, vulnerando con ello la cadena del mando y la dependencia de esas fuerzas.

Vuestra Comisión, en primer término, decidió invertir el orden en que son señalados los objetivos de este servicio, a fin de destacar en primer lugar el que le es más propio de acuerdo con la definición del artículo 1°, cual es proporcionar información e inteligencia al Ministro del Interior.

Acto seguido, acordó reemplazar el objetivo de coordinación de actividades de los órganos policiales por la coordinación de las informaciones que de ellos provengan, función que en el texto que os proponemos tiene el carácter de un medio para alcanzar el objetivo antes descrito y no el de una finalidad en si misma.

Se consignó en el artículo aprobado la expresión empleada por los organismos especializados, que aluden a "apreciaciones de inteligencia" para significar las actividades que realizan en ese orden, en lugar de referirse pura y simplemente a la "inteligencia", sustantivo que puede ser entendido en sentidos diversos que el se pretende tenga en el contexto del presente proyecto de ley.

El H. Senador señor Vodanovic manifestó que concurre a la aprobación en cumplimiento del acuerdo alcanzado para hacer posible el despacho del proyecto, pero que no comparte la acepción o significado que se ha visto en el término "coordinar", según el léxico militar, ya que se está creando un organismo del orden civil.

Esta disposición también debe ser aprobada con quórum de ley orgánica constitucional, desde que importa una modificación tácita del concepto de servicio público contenido en el artículo 25 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, que los define como órganos administrativos de ejecución. En efecto, de los objetivos indicados, en concordancia con las funciones mencionadas en el artículo 3° del proyecto, se concluye que este servicio tendrá un carácter consultivo y asesor, y no ejecutivo.
El artículo 3° señala a título indicativo las principales funciones de la Dirección:

a) coordinar las actividades de Carabineros e Investigaciones relacionadas con el orden público y la seguridad pública interior, así como las actividades de inteligencia que competen a dichas instituciones;

b) recabar, recibir y procesar antecedentes e informaciones necesarios
para producir inteligencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2°;

c) recabar de los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas, a través del conducto regular del Ministerio de Defensa, información sobre orden y seguridad públicos obtenidas en sus actividades propias;

d) coordinar el intercambio de información en materias propias de la Dirección, entre organismos públicos que la recojan y dispongan de ella;
e) proponer políticas y planes en materias de su competencia;
f) preparar estudios y proponer normas jurídicas, en materias de su competencia;
g) crear y mantener un banco de datos computacional centralizado, en materias de su competencia. La enunciación de este artículo no es taxativa, por lo que no excluye otros medios lícitos para alcanzar los objetivos del Servicio.

Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que algunas de las funciones y atribuciones que se especifican en este artículo no requieren, en estricto rigor, de autorización legal expresa, pero se prefirió señalarlas para asegurar la transparencia en las actividades del servicio que se crea.
En cuanto a la función contenida en la letra a), se siguió el camino ya definido al resolver respecto del articulo 2°, en el sentido que en lugar de coordinar actividades policiales, la Dirección coordinará las informaciones provenientes de las actividades de orden público, seguridad ciudadana e inteligencia que realizan Carabineros e Investigaciones en ejercicio de sus propias competencias.
Así concebida la disposición, es ley común y no requiere quorum especial para su establecimiento.

En consonancia con lo resuelto al modificar el articulo 2°, se empleó aquí también la expresión "apreciaciones de inteligencia" y, a proposición del señor Ministro del Interior subrogante, se eliminó la frase final, que acotaba la función sólo a coordinar las informaciones provenientes de las instituciones policiales; se estimó que no tiene sentido limitar al organismo en razón del origen de los antecedentes que conciernen al orden público y a la seguridad interna.
La letra b) también fue enmendada siguiendo dos sugerencias del señor Ministro del Interior subrogante.

La primera consiste en especificar que los antecedentes e informaciones que la Dirección recabará y procesará son aquellos que dicen relación con el ámbito de su competencia.

La segunda es la supresión de la referencia al artículo 2° del proyecto, pues luego de reformado aquel precepto podría interpretarse esa frase como limitativa, en el sentido que sólo podría la Dirección ocuparse de los datos provenientes de la policía, lo que no es la intención del legislador, como ha quedado dicho.

En la letra c) se rechazó también la frase final, que en lo que respecta a la entrega de información sobre orden público y seguridad pública interior proveniente de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas, la restringe únicamente a aquellos datos obtenidos en el ejercicio de sus actividades institucionales; se procedió así porque no parece razonable negar a la Dirección la información sobre esos tópicos que haya llegado a los referidos servicios de inteligencia por otras vías o que se haya originado en otras fuentes.
La Comisión rechazó la letra f), por innecesaria.

La atribución de la letra g), que permitirá a la Dirección crear y mantener un banco de datos con informaciones propias del ámbito de su competencia, fue corregida para hacerla más comprehensiva y evitar que el progreso tecnológico la haga obsoleta. Por ello se suprimió el calificativo "computacional" que figuraba en ella, lo que confiere a la disposición mayor amplitud.

Se tuvo en cuenta, además, que la expresión "banco de datos" está aceptada y definida por el diccionario como el conjunto de datos almacenados en fichas, cintas o discos magnéticos, del cual se puede extraer, en cualquier momento, generalmente mediante un computador electrónico, una determinada información.

El artículo 4° repite para el caso particular de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones el principio general sentado en el articulo 6° de la Carta Fundamental, en el sentido que en el cumplimiento de sus objetivos y en el ejercicio de sus funciones deberá respetar con estrictez las garantías y derechos personales consagrados constitucionalmente.
Se corrigió la mención de la Constitución Política, que no es del Estado, sino de la República.
TITULO II, DEL COMITÉ CONSULTIVO DE INTELIGENCIA

El artículo 5° crea un Comité Consultivo de Inteligencia, para asesorar a la Dirección en el cumplimiento de sus objetivos, y señala su composición.

En esta norma se advierte un contrasentido, porque crea un comité de tipo consultivo, integrado y encabezado por el Ministro del Interior, que debe dar asesoría a una entidad subordinada a dicho Secretario de Estado.

La Comisión resolvió suprimir la función de dar asesoría a la Dirección, como un modo de superar la antinomia indicada. En consecuencia, el Comité podrá ser consultado a criterio de quien lo encabeza y convoca: el Ministro del Interior, a quien someterá su parecer.

En cuanto se refiere a la integración del Comité Consultivo, como se ha dicho, lo preside el Ministro del Interior. Forman también parte de él los Subsecretarios del Interior, de Relaciones Exteriores y uno de los del Ministerio de Defensa Nacional, designado por el Ministro respectivo; el Director del servicio que crea este proyecto; el Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, y los Jefes de Inteligencia de cada rama de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

La razón de que el Comité Consultivo esté integrado por un Subsecretario que representa al Ministro de Defensa Nacional es que con ello se pretende evitar una eventual bicefalia de la entidad, alternativa que resulta plausible si en ella participan dos ministros.

Se explicó a vuestra Comisión que participa en el Comité Consultivo el Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional porque en el esquema orgánico del Estado Mayor es a él a quien corresponde la función de coordinar los servicios de inteligencia institucionales, y no al Jefe de ese organismo. Los representantes del Ejecutivo señalaron que esta idea fue propuesta por el Gobierno, a solicitud del propio Estado Mayor.

En todo caso, se tuvo presente que, conforme al último inciso de este mismo artículo, el Ministro del Interior puede requerir la concurrencia a una o más de las reuniones del Comité de cualquier autoridad o funcionario de la administración del Estado.
El artículo 5° dispone con precisión quienes podrán desempeñarse como secretarios del Comité Consultivo: el Jefe de la División de Análisis y Planificación de la Dirección, o bien el Jefe de la División de Coordinación de la misma.

Se consideró la posibilidad de ampliar esta disposición a otros jefes de división del mismo servicio, por libre designación del Director. Sin embargo, la idea fue desechada luego que se hiciera presente que por la propia naturaleza de la institución que se crea, su estructura es estrictamente compartimentada, de modo que la información que se conoce en el Comité no está necesariamente al alcance de todos los jefes de división.

El artículo 6° dispone que el Comité Consultivo sesionará al menos una vez al mes, que será convocado por el Ministro del Interior, que tiene competencia para conocer y opinar acerca de los asuntos indicados en la convocatoria, que puede celebrar sesiones ordinarias y extraordinarias y que sus reuniones son secretas

La Comisión optó por simplificar en la medida de lo posible esta norma de funcionamiento. Así, comenzó por rechazar la frase sobre la periodicidad de las sesiones, con lo que el Comité podrá celebrarlas cada vez que sea convocado. Se explícito que no procede la autoconvocatoria, por tratarse de un organismo consultivo y no deliberante. Por la misma razón se eliminó la frase alusiva a que el Comité sólo puede tratar aquellos asuntos para los que ha sido citado, la que resulta, entonces, superflua. Y lo mismo se hizo con la clasificación de las reuniones, que distinguía entre ordinarias y extraordinarias.

Como consecuencia de lo anterior, los tres incisos que formaban este articulo se refundieron en uno solo.

El artículo 7° ordena a los integrantes del Comité Consultivo proporcionar a éste la información de que dispongan en materias de competencia de la dirección.
TITULO III, DE LA ORGANIZACIÓN

El artículo 8° establece el cargo de Director de Seguridad Pública e Informaciones, señala sus funciones, la forma de su nombramiento y de su subrogación.

El Director es el jefe superior del Servicio y le corresponde dirigirlo, administrarlo y velar por que se cumplan sus objetivos. Es nombrado por el Presidente de la República, mediante decreto que deberán firmar los Ministros del Interior y de Defensa Nacional. Si se ausenta o está impedido por cualquier causa, le subroga por ministerio de la ley el Jefe de la División de Análisis y Planificación y, si éste faltare, el Jefe de la División de Coordinación. Sin embargo, el precepto autoriza que se establezca otro orden de subrogación, por decreto supremo, facultad de carácter discrecional.

El artículo 9° hace aplicables al Director los artículos 191 y 192 del Código de Procedimiento Penal.

El 191 señala quienes no pueden ser citados por los tribunales, pues no están obligados a concurrir a la presencia judicial; todas son personas constituidas en dignidad. Y el 192 consagra la forma en que esas personas prestan testimonio: sea por informe escrito, u oficio, sea verbalmente, pero en su propio domicilio o residencia oficial.

El artículo 10 señala la organización básica de la Dirección: el Director, que la encabeza, y las siguientes Divisiones: de Análisis y Planificación, de Coordinación, Jurídica, de Informática y de Administración y Finanzas.

Esta norma debe ser aprobada con quórum de ley orgánica constitucional, por cuanto altera los niveles de organización interna establecidos en el artículo 29 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre bases generales de la Administración del Estado, desde que incluye el nivel división, entre la jefatura superior del servicio y los departamentos.

Los artículos 11, 12, 13, 14 y 15 describen en rasgos generales las funciones asignadas a cada una de dichas Divisiones.

En el caso del artículo 12, siguiendo el mismo criterio que inspira los acuerdos relativos al articulo 2° y a la letra a) del articulo 3°, se rechazó la frase conforme a la cual la función de enlace con los organismos policiales, que corresponde a la División de Coordinación, tiene por finalidad coordinar las actividades de Carabineros e Investigaciones, dentro del ámbito de competencia de este proyecto de ley.

Simultáneamente se acordó dejar constancia de que esta supresión encuentra su fundamento en que la Dirección no tendrá facultades operativas de tipo policial.

Además, en el mismo artículo 12, recogiendo una observación hecha presente por el General Director de Carabineros, se reemplazó la expresión "Oficial Superior", del inciso segundo, por "Oficial Jefe". Se trata del oficial de Carabineros o de Investigaciones, en servicio activo y designado por la respectiva institución, que tendrá a su cargo las unidades funcionales de la División de Coordinación.

La primera denominación, "Oficial Superior", se había adoptado en la etapa en que la iniciativa del Ejecutivo creaba una Subsecretaría, situación en la que, por razones de jerarquía, era procedente asignar la función a uno de esos grados. Pero desde que el rango de la entidad queda definido como de servicio público, corresponde que sea un Oficial Jefe quien desempeñe la tarea de dirigir las unidades funcionales de cada institución policial.

El artículo 16 faculta que la determinación de la estructura interna, las relaciones y las atribuciones específicas de las diferentes Divisiones sea hecha mediante decreto supremo. Lo mismo vale, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 12, para el establecimiento de las unidades funcionales policiales de la división de Coordinación, a que se acaba de hacer referencia.

Tanto el Gobierno como vuestra Comisión estimaron que esta fórmula se aviene mejor con la naturaleza de las funciones de este servicio, las que exigen obrar con sigilo.

El H. Senador señor Diez, por su parte, destacó que con ello se afianza la potestad reglamentaria del Presidente de la República y se hace posible sustraer de las medidas de publicidad las normas sobre organización interna del Servicio.
TITULO IV, DEL PERSONAL.

El artículo 17 hace aplicable al personal de planta y a contrata de la Dirección el Estatuto Administrativo, ley N° 18.834 y la Escala Única de Sueldos, D.L. N° 249, de 1974, así como la legislación complementaria de ambos cuerpos legales.

El artículo 18 crea las plantas del personal de la Dirección. En total son 92 personas, distribuidas entre los grados C y 21 de la Escala Única de Sueldos. Consulta los niveles ordinarios, a saber: directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.

Además, señala los requisitos de ingreso para los cargos de las diferentes plantas, siendo la exigencia mínima, para el grado más bajo, la educación básica completa.

El inciso segundo de este artículo dispone que el cargo de Director será de la confianza exclusiva del Presidente de la República, y que los de Jefes de División y Jefes de Departamento lo serán del Director.

A juicio de vuestra Comisión, esta norma no requiere quórum de ley orgánica constitucional para su establecimiento, toda vez que no hace más que aplicar a este caso concreto la normativa del artículo 51 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, modificada por la ley N° 18.972, que dispone que la ley común podrá conferir la calidad de confianza exclusiva sólo a los cargos de los tres primeros niveles jerárquicos de un servicio.

El artículo 19 exime de los límites de duración que establezcan las leyes, a las comisiones de servicio que cualquier funcionario de la Administración del Estado cumpla en la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones. No obstante, reza la frase final, tales comisiones no podrán exceder de un año.

Conviene hacer presente que durante la tramitación de la presente iniciativa ha tenido lugar una modificación al artículo 70 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, en virtud de la cual hoy día el período máximo que puede comprender una comisión de servicio es de dos años.

El artículo 20 consagra una agravante de responsabilidad penal para el personal que se desempeñe en la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, cualquiera sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ella. Esta agravante especial, configurada por el hecho de desempeñarse en dicho Servicio, opera en caso que el referido personal sea hallado culpable, como autor, cómplice o encubridor, de un crimen o simple delito cometido con ocasión del ejercicio de sus funciones.

El artículo 21 prohibe al personal que se desempeñe en la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, cualquiera sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ella, participar en y adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas y cualquier otro acto que tenga carácter político partidista, o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular, ni participar del mismo modo en actos relacionados con plebiscitos. Lo que se entiende, obviamente, sin perjuicio de poder ejercer sus derechos políticos.

Este precepto está inspirado en una norma similar: el artículo 97 de la ley N° 18.556, aplicable al personal del Servicio Electoral.
TITULO V, DISPOSICIONES GENERALES

El artículo 22 faculta a la dirección para pedir antecedentes e informaciones necesarios para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier autoridad o funcionario de cualquier servicio de los comprendidos en el artículo 1° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre bases generales de la Administración del Estado: ministerios, intendencias, gobernaciones, órganos y servicios públicos administrativos, Contraloría General de la República, Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, municipalidades y empresas públicas creadas por ley; además, la disposición en comento agrega las sociedades e instituciones en que el Estado tenga aportes, participación o representación mayoritarios.

Si la petición de antecedentes, que deberá ser hecha por el Director, por escrito y bajo reserva, va dirigida a un ministro, o si recae sobre información secreta, será hecha únicamente por el Ministro del Interior.

El H. Senador señor Fernández dejó constancia que los antecedentes e informaciones secretos que sean comunicados a la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones deben mantener el mismo carácter.

Los requeridos están obligados a cooperar, suministrando la información en los términos en que les ha sido solicitada.


Se hizo ver en el seno de vuestra Comisión que la obligación de entregar información en los mismos términos en que haya sido solicitada, que impone este articulo 22, puede llevar al extremo de referirse a información que no está en conocimiento o en poder de la autoridad o funcionario requeridos, e incluso puede no existir.
El H. Senador señor Huerta añadió que esa información puede estar, en el caso de Carabineros e Investigaciones, amparada por el secreto del sumario penal.

El artículo 23 califica de secretos todos los asuntos, datos, antecedentes e informaciones que obren en poder de la Dirección o de su personal, lo mismo que los informes que emita el Servicio. La obligación de guardar este secreto pesa sobre el personal aun después de concluidas sus funciones, sin plazo.

El quebrantamiento de esta obligación se castiga administativamente, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan, con suspensión inmediata y destitución.

Este secreto no es oponible a los tribunales ni a las corporaciones que constituyen el Congreso Nacional. Sin embargo, en tales casos, la información solicitada por esos poderes públicos se entregará a través del Ministro del Interior.

El secreto se extiende a la existencia y contenido de los antecedentes y gravita sobre todos quienes tomen conocimiento de ellos

En caso que la información sea pedida por un tribunal, debe formarse con ella cuaderno separado, del que sólo se dará conocimiento a los abogados de las partes cuando contengan antecedentes que hayan servido de fundamento para actuacionas procesales determinadas: la acusación, el sobreseimiento o la sentencia definitiva. Esto asegura el respeto de la garantía constitucional del debido proceso, consagrada en el número 3° del artículo 19 de la Carta Fundamental. Esta norma es aplicable, en la medida de lo posible, tanto a procesos penales como civiles.

El artículo 24 sujeta a la Dirección a la fiscalización de la Contraloría General de la República, conforme a la ley orgánica de esta última.
Con todo, en el segundo inciso se establece un procedimiento especial, de toma de razón reservada, en el plazo de cinco días. Además, se permite el cumplimiento inmediato de los decretos o resoluciones, con trami​tación ulterior.

Por lo que se refiere a la reserva y al plazo especial, la norma difiere de lo preceptuado en el artículo 10 de la ley Nº 10.336, orgánica de la Contraloría General de la República, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido está contenido en el D.S. N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964. Este cuerpo legal, al tenor de lo que dispone la disposición Quinta Transitoria de la Constitución Política de la República, tiene carácter de ley orgánica constitucional; por lo que su enmienda, expresa o tácita, debe ajustarse a las exigencias de quórum del artículo 63 de la Carta Fundamental. El cumplimiento inmediato es un mecanismo permitido por el citado artículo 10 de la ley N° 10.336 para ciertas materias determinadas en la misma disposición, de manera que en este aspecto la norma también debe ser establecida con quórum de ley orgánica constitucional.

Vuestra Comisión suprimió el plazo especial para la tramitación de los decretos y resoluciones expedidos por o relativos a la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, considerando que con ello se arriesga el rechazo y devolución por falta de tiempo, y mantuvo en lo demás el contenido del precepto, con correcciones de forma.
Por lo tanto, el segundo inciso del artículo 24 debe ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional.

El artículo 25 dispone que el Ministro del Interior informe anualmente, en el mes de abril, a la Cámara de Diputados, acerca de las actividades de la Dirección y de los organismos de inteligencia policial. La sesión de la Cámara en que se entregue esa información será secreta.
Además, ordena que la Dirección entregue a la Cámara un informe similar, trimestralmente.

Vuestra Comisión rechazó este artículo, pues le pareció que pone en peligro la reserva que debe rodear la actividad de inteligencia.

El artículo 26 excluye a los vehículos que la Dirección adquiera o arriende, de la aplicación de las normas del D.L. N° 799, de 1975, que regula el uso y la circulación de vehículos fiscales.

El artículo 27 establece que los gastos de la Dirección se financiarán con cargo al presupuesto fiscal y que se autorizará una cantidad para gastos reservados; la cuenta de administración de estos fondos reservados a la Contraloría General de la República se hará en forma global e igualmente reservada.

Dispone también que el movimiento financiero y presupuestario de la Dirección deberá ajustarse a la Ley de Administración Financiera del Estado, el D.L. N° 1.263, de 1975, sin perjuicio de que la revisión de la documentación soportante se hará en la Dirección.

En este último aspecto, del lugar en que se pone a disposición del organismo contralor los documentos de respaldo, así como en el de rendición de cuenta global y reservada de los gastos reservados, es necesario que el artículo en análisis sea aprobado con quórum de ley orgánica constitucional, por cuanto hace excepción a la ley de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.

El H. Senador señor Frei, don Arturo, puso de manifiesto que el precepto en comentario es igual a los establecidos para las comandancias en jefe de las Fuerzas Armadas.

El artículo 28 ordena registrar en la Dirección los reglamentos, normas de procedimiento, planes y direccionamiento de los esfuerzos de búsqueda de información que establezcan o desarrollen las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, así como sus modificaciones. De la custodia y secreto de esa información se responsabiliza personalmente al Director.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que este precepto, incorporado en la H. Cámara de Diputados a indicación de la Comisión Especial sobre servicios de inteligencia de dicha Corporación, no pretende ser un control o visto bueno previo, ni una aprobación a posteriori, sino simplemente persigue conformar un registro.

El H. Senador señor Huerta manifestó que la disposición afecta seriamente la seguridad de los organismos policiales.

Vuestra Comisión la rechazó.
TITULO VI, PROTECCIÓN DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES FRENTE A LAS ACTIVIDAES Y ORGANISMOS DE INTELIGENCIA

Este título fue incorporado por iniciativa parlamentaria, en el primer trámite constitucional.

El artículo 29 preceptúa que los estudios, antecedentes, informes, datos y documentos que obtengan, elaboren, recopilen o intercambien la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones y los organismos de inteligencia de las instituciones policiales sólo podrán ser utilizados para el cumplimiento de sus respectivos cometidos legales. Como corolario de lo anterior, en la segunda parte del artículo se precisa que en ningún caso y bajo ninguna circunstancia podrán ellos ser empleados para inmiscuirse en la vida privada de las personas o para hacer chantaje.

Vuestra Comisión aprobó únicamente la primera parte, pues le pareció que la declaración contenida en la segunda frase está debidamente resguardada por las disposiciones de orden penal que tipifican esas conductas como delitos y las sancionan, y que el desarrollo propuesto por la Cámara de origen puede en definitiva debilitar el precepto, al quedar excluidas del ámbito de su aplicación situaciones no previstas expresamente en él.
El artículo 30 castiga con la pena de reclusión menor en su grado máximo -3 años y 1 día a 5 años- a los funcionarios de la dirección y a los de los servicios de inteligencia de Carabineros e Investigaciones que empleen para su propio beneficio la información de que dispongan en razón de sus funciones. La pena es aplicable incluso a quien delinca después de haber cesado de prestar servicios en los organismos indicados.

Fue rechazado, pues pareció a vuestra Comisión que los ilícitos que se pretende castigar están descritos en la legislación penal común de manera más rigurosa y comprehensiva. Tal es el caso, por ejemplo, de la violación de secretos por funcionarios públicos y de la extorsión. Además, en el artículo 20 del proyecto se establece una agravante especial para el personal que cometa delitos en ejercicio de sus funciones.

Habiendo desaparecido la mayor parte de las disposiciones que conformaban el Titulo VI, la frase aprobada del artículo 29 fue trasladada al Titulo V, Disposiciones Generales, como artículo 25.
TITULO VII, DISPOSICIONES VARIAS

El artículo 31 agrega un inciso al artículo 9° de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, mediante el cual se crea en la Cámara de Diputados una Comisión Especial de Seguridad, de carácter permanente y que deberá funcionar siempre en forma secreta, encargada de recibir, recabar y evaluar los informes que tanto la Dirección como el Ministro del Interior deben proporcionar periódicamente acerca de las actividades de aquélla y de los organismos de inteligencia policial.
La Comisión lo rechazó.

El artículo 32 repite las garantías constitucionales de los números 4° y 5° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que aseguran a todas las personas el respeto y la inviolabilidad de su privacidad y de su intimidad.

Desarrollando el precepto, el inciso segundo expresa que el secreto que ampara la organización y actividades de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones no podrá ser invocado contra la petición de informe que haga el tribunal que conozca de un recurso de protección en estas materias, o cualquier otro recurso o acción judicial.

Enseguida, el articulo crea una nueva acción especial de amparo contra todo acto u omisión de cualquier autoridad o persona particular que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad, o abuso de poder, o ilegalidad manifiesta, la inviolabilidad de la vida o la intimidad de una persona o de su familia. Se señala el tribunal competente y se regula el procedimiento y los recursos admisibles. Si los hechos que fundan la acción son constitutivos de delito, debe incoarse de oficio el sumario penal pertinente.

En materia de los efectos de la sentencia, se señala que ella surte un efecto de cosa juzgada parcial, en cuanto el fallo recaído en la acción especial de amparo deja salvas a las partes otras acciones o derechos que pudieran corresponderles.

La Comisión lo rechazó.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

El artículo 1° transitorio expresa que el gasto de la Dirección en 1992 se financiará con cargo a la partida Tesoro Público.

El artículo 2° transitorio ordena el traspaso a la Dirección, con el fin de cumplir sus funciones de inteligencia, de los archivos de inteligencia que posea cualquier otro organismo del Estado, que contengan antecedentes vinculados con el orden público y la seguridad pública interior.

Fue rechazado.

El H. Senador señor Frei, don Arturo, solicitó dejar constancia de su opinión favorable a este artículo.
En conformidad a las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis las siguientes modificaciones al proyecto de ley propuesto por la H. Cámara de Diputados:
Artículo 1°

Intercalar la palabra "directivo", seguida de una coma (,), entre los términos "carácter" y "técnico".
Artículo 2°

Sustituirlo por el siguiente:

"Artículo 22.- La Dirección tendrá como objetivo proporcionar al Ministro del Interior la información, estudios, análisis y las apreciaciones de inteligencia que se requiera para la formulación de políticas y la adopción de medidas y acciones especificas, en lo relativo a las conductas terroristas y aquellas que puedan constituir delitos que afecten el orden público o la seguridad pública interior. Para cumplir este objetivo coordinará las informaciones provenientes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.
Artículo 32

Sustituir su letra a) por la siguiente;

"a) Servir de órgano coordinador de las informaciones relacionadas con el orden público, con la seguridad pública interior y con las apreciaciones de inteligencia.".
En su letra b) agregar, a continuación de la palabra "procesar", la siguiente expresión, entre comas (,): "en el ámbito de su competencia", y suprimir la frase "de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2°", así como la coma (,) que la precede.
En su letra c), suprimir la frase "como producto de sus propias actividades de inteligencia institucionales, realizadas conforme con sus respectivas competencias", así como la coma (,) que la precede.
Suprimir su letra f)
En su letra g), que pasa a ser letra f), suprimir la palabra "computacional" y la coma que sigue.
Artículo 4°
Sustituir la expresión "del Estado" por "de la República".
Artículo 5°
En el inciso primero, eliminar las expresiones "asesorar a la Dirección en".
En el inciso segundo, eliminar la coma (,) que sigue a la forma verbal "Actuará".
En el inciso tercero, iniciar con mayúscula la palabra "administración".
Artículo 6°
Sustituirlo por el siguiente:
"Artículo 62.- El Comité Consultivo de Inteligencia será convocado por el Ministro del Interior y sesionará en forma secreta.".
Artículo 12
En el inciso primero suprimir la frase "con la finalidad de coordinar sus actividades" y la coma (,) que sigue a continuación de ella.
En el inciso segundo, reemplazar la expresión "Oficial Superior" por "Oficial Jefe"
.
Artículo 24

Sustituir su inciso segundo por el siguiente:
"El organismo contralor procederá a la toma de razón en forma reservada de los decretos y resoluciones relativos a la Dirección o expedidos por ella. Estos decretos o resoluciones podrán cumplirse de inmediato, sin perjuicio de su posterior tramitación, cuando así se disponga en ellos.".
Artículo 25

Rechazarlo.

- - -

Consultar como artículo 25 el 27, con las modificaciones que se señalarán en su oportunidad.

- - -

Artículo 28

Rechazarlo.

- - -

Suprimir el epígrafe del Título VI.
- - -
Artículo 29
Como se dijo anteriormente, este artículo pasa a ser 25, con la siguiente modificación: eliminar su parte final, desde las expresiones "De este modo" hasta las palabras "Códigos de enjuiciamiento.".
Artículo 30

Rechazarlo.
Titulo VII Disposiciones varias

Rechazarlo.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Suprimir este epígrafe.
Artículo 1°

Pasa a ser artículo transitorio único,
Artículo 2°

Rechazarlo.
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:
"TITULO I

DEL OBJETO, DEPENDENCIA Y RELACIONES
Artículo 1º.- Créase la "Dirección de Seguridad Pública e Informaciones", en adelante la Dirección, servicio público centralizado de carácter directivo, técnico y especializado, que dependerá del Ministro del Interior.
Artículo 2º.- La Dirección tendrá como objetivo proporcionar al Ministro del Interior la información, estudios, análisis y las apreciaciones de inteligencia que se requiera para la formulación de políticas y la adopción de medidas y acciones específicas, en lo relativo a las conductas terroristas y aquellas que puedan constituir delitos que afecten el orden público o la seguridad pública interior. Para cumplir este objetivo coordinará las informaciones provenientes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.
Artículo 3º.- Corresponderá especialmente a la Dirección:
a) Servir de órgano coordinador de las informaciones relacionadas con el orden público, con la seguridad pública interior y con las apreciaciones de
inteligencia.

b) Recabar, recibir y procesar, en el ámbito de su competencia, los antecedentes y la información necesarios para producir inteligencia.

c) Relacionarse, a través del Ministerio de Defensa Nacional, con los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas, para recabar la información referente al orden público y a la seguridad pública interior de que ellos tuvieren conocimiento.

d) Coordinar el intercambio de información, en materias propias de la Dirección, entre los distintos organismos públicos que la recogen y disponen de ella.

e) Proponer políticas y planes que pueda desarrollar el Estado en materia de orden público y de seguridad pública interior.
f) Desarrollar y mantener un banco de datos centralizado, en asuntos propios del ámbito de su competencia.
Artículo 4º.- La Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, en el cumplimiento de sus objetivos y funciones, deberá actuar con estricta sujeción y respeto a las garantías y derechos consagrados en la Constitución Política de la República.
TITULO II

DEL COMITÉ CONSULTIVO DE INTELIGENCIA
Artículo 5º.- Para el cumplimiento de los objetivos señalados en el artículo 2º, se establece un Comité Consultivo de Inteligencia.
El Comité Consultivo estará integrado por el Ministro del Interior, que lo presidirá; el Subsecretario del Interior; un Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional, designado por el titular de esa Secretarla de Estado, quien actuará en su representación; el Subsecretario de Relaciones Exteriores; el Director de Seguridad Pública e Informaciones; el Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional; los Jefes de Inteligencia de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas, y los Jefes de Inteligencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. Actuará como Secretario del Comité, el Jefe de la División de Análisis y Planificación de la Dirección y, en su defecto, el Jefe de la División de Coordinación.

A las reuniones del Comité podrán asistir las autoridades o funcionarios de la Administración del Estado cuya concurrencia sea solicitada por el Ministro del Interior.
Artículo 6º.- El Comité Consultivo de Inteligencia será convocado por el Ministro del Interior y sesionará en forma secreta.
Artículo 72.- Los integrantes del Comité deberán proporcionar a éste la información de que dispongan en las materias de competencia de la Dirección.
TITULO III 

DE LA ORGANIZACIÓN
Artículo 8º.- Existirá un Director de Seguridad Pública e Informaciones, que será el Jefe Superior del Servicio, a quien corresponderá dirigirlo, administrarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos.

El Director será nombrado por el Presidente de la República mediante decreto supremo que llevará su firma y la de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional.
En caso de ausencia o impedimento, el Director será subrogado por el Jefe de la División de Análisis y Planificación y, a falta de éste, por el Jefe de la División de Coordinación, salvo que por decreto supremo se establezca un orden diferente de subrogación.
Artículo 9º.- Al Director le será aplicable lo dispuesto en el artículo 191 del Código de Procedimiento Penal; no estará obligado a concurrir al llamamiento judicial y prestará declaración en la forma prevista en los dos primeros incisos del articulo 192 del mismo Código.
Artículo 10.- La Dirección estará constituida por:

a) El Director.
b) La División de Análisis y Planificación.

c) La División de Coordinación.

d) La División Jurídica.

e) La División de Informática.

f) La División de Administración y
Finanzas.
Artículo 11.- A la División de Análisis y Planificación le corresponderá recibir y procesar los datos, antecedentes e informaciones necesarios para producir inteligencia en el marco de competencia de la Dirección, y estudiar y diseñar las proposiciones que deban formularse en materia de políticas y planes nacionales en el mismo ámbito.
Artículo 12.- A la División de Coordinación le corresponderá directamente la función de enlace con Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile, dentro del ámbito de competencia de esta ley.

El reglamento a que se refiere el artículo 16 establecerá las unidades funcionales de esta División, correspondientes a cada una de las Fuerzas de Orden y Seguridad, las que estarán a cargo de un Oficial Jefe en servicio activo de la respectiva Institución, destinados por ella, a requerimiento del Ministro del Interior.
Artículo 13.- A la División Jurídica le corresponderá asesorar en la elaboración, interpretación y aplicación de las normas legales y reglamentarias e informar sobre las mismas, y realizar las gestiones judiciales y extrajudiciales que correspondan.
Artículo 14.- A la División de Informática le corresponderá la elaboración y desarrollo de programas computacionales destinados a almacenar y procesar el conjunto de la información reunida por la Dirección, y la mantención y operación de los equipos y bancos de datos necesarios para el adecuado cumplimiento de esta finalidad.

Artículo 15.- A la División de Administración y Finanzas le corresponderá el manejo presupuestario y contable, la ejecución de las funciones relativas a personal y bienestar, abastecimiento, inventario y mantención de los bienes, documentación, movilización, medios de comunicación y, en general, la administración interna que requiera el funcionamiento de la Dirección.
Artículo 16.- La estructura interna, relaciones y atribuciones específicas de las Divisiones de la Dirección serán determinadas en el reglamento que deberá dictarse de acuerdo con las disposiciones de esta ley.
TÍTULO IV

DEL PERSONAL

Artículo 17.- El personal de planta y a contrata de la Dirección se regirá por las normas del Estatuto Administrativo aplicable a los funcionarios de la Administración Civil del Estado y estará afecto al régimen de remuneraciones contemplado en el decreto ley Nº 249, de 1974, y en su legislación complementaria.
Artículo 18.- Fíjanse las siguientes plantas del personal de la Dirección:






       Grado        Nº
Director de
Seguridad Pública e Informaciones



C
    1
PLANTA DE DIRECTIVOS 

Jefes de División 






3
      5
Jefes de Departamento






4
    14
PLANTA DE PROFESIONALES 

Profesionales 






4
      6
Profesionales 






5
      6
Profesionales






6
      4
PLANTA DE TÉCNICOS 

Técnicos 






        10
      4
Técnicos 






        12
      3
Técnicos






        14
      3
PLANTA DE ADMINISTRATIVOS 

Administrativos 





       10
      5
Administrativos 





       11
      6
Administrativos 





       12
      6
Administrativos





       14
      6
PLANTA DE AUXILIARES 

Auxiliares 





       19
      5
Auxiliares 





       20
      8
Auxiliares





       21
    10
TOTAL PLANTA
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El cargo de Director de Seguridad Pública e Informaciones será de la confianza exclusiva del Presidente de la República. Los cargos de Jefes de División y Jefes de Departamento lo serán del Director.
Establécense los siguientes requisitos para el ingreso y desempeño en los cargos que se indican:

a) Planta de Directivos: titulo profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior, o titulo profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional, o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y de la Policía de Investigaciones.

b) Planta de Profesionales:


Cuatro cargos de grado 4: Título de abogado.


Tres cargos de grado 6: título de Ingeniero Civil, Ingeniero Comercial o Administrador Público.
Un cargo de grado 5: título de Periodista, otorgado por una Universidad del Estado o reconocida por éste.
Tres cargos de grado 6: título de Ingeniero Civil, Ingeniero Comercial o Administrador Público.
Los demás cargos de esta planta requerirán título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior, o título profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y de la Policía de Investigaciones.
c) Planta de Técnicos: título de Técnico de Educación Superior.
d) Planta de Administrativos:
Cuatro cargos de grado 10: título de Secretaria Ejecutiva con curso de 500 horas.
Dos cargos de grado 11: título de Secretaria Ejecutiva con curso de 500 horas.
Los demás cargos de esta planta requerirán licencia de Enseñanza Media.

e) Planta de Auxiliares:

Tres cargos de grado 19 y tres cargos de grado 20: licencia de Enseñanza Media y licencia para conducir vehículos motorizados.
Los demás cargos de esta planta requerirán de Educación Básica completa.
Artículo 19.- Las comisiones de servicio de funcionarios pertenecientes a cualquier organismo de la Administración del Estado que se cumplan en la Dirección, no estarán sujetas a ninguna de las limitaciones de duración establecidas en los regímenes estatutarios aplicables a dicho personal ni en otros cuerpos legales y reglamentarios. No obstante lo anterior, estas comisiones de servicio no podrán disponerse por plazos superiores a un año.
Artículo 20.- Al personal que se desempeñe en la Dirección, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ella, se le considerará como agravante calificada esa calidad, al ser condenado como autor, cómplice o encubridor en un crimen o simple delito cometido con ocasión del ejercicio o servicio de sus funciones.
Artículo 21.- Sin perjuicio del ejercicio de sus derechos políticos, el personal de la Dirección, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ella, no podrá participar ni adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, o cualquier otro acto que revista carácter político-partidista o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular. Tampoco podrá participar de modo similar con ocasión de actos plebiscitarios.
TITULO V DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 22.- La Dirección podrá requerir de las autoridades y funcionarios de cualquiera de los servicios de la Administración del Estado comprendidos en el artículo 12 de la ley 18.575, como asimismo, de las sociedades o instituciones en que el Estado tenga aportes, participación o representación mayoritarios, los antecedentes e informes estrictamente necesarios para el cumplimiento de sus objetivos.
La información será solicitada por escrito y en forma reservada por el Director. Sin embargo, si la solicitud se dirigiere a un Ministro de Estado o si recayere sobre información que tuviere carácter secreto, ella sólo podrá ser pedida por el Ministro del Interior.

La autoridad o funcionario requerido, salvo las excepciones previstas en las leyes, estará obligado a prestar cooperación, proporcionando la información en los mismos términos en que le fuere solicitada y exclusivamente a la autoridad peticionaria.

Artículo 23.- Todos los asuntos, datos, antecedentes e informaciones que obren en poder de la Dirección o de su personal, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con el Servicio, o de que éstos tomen conocimiento en el desempeño de sus funciones o con ocasión de éstas, así como los informes que emita el Servicio, se considerarán secretos para todos los efectos legales.

La infracción a la obligación de secreto por parte del personal indicado en el inciso anterior, dará lugar a la suspensión inmediata del infractor, a quien se le aplicará la medida disciplinaria de destitución, sin perjuicio de la responsabilidad penal agravada que pueda corresponderle.

La obligación de secreto y las responsabilidades agravadas derivadas de su infracción, se mantendrán para todo el personal señalado precedentemente, aun después del cese de sus funciones en la Dirección.

Lo dispuesto en el inciso primero no obsta a la entrega de los antecedentes e informaciones que soliciten el Senado o la Cámara de Diputados o que puedan requerir los Tribunales de Justicia, los que se proporcionarán sólo por intermedio del Ministro del Interior, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 92 de la ley ns 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, o a través de oficios reservados dirigidos al tribunal competente, según el caso. Este último deberá disponer la formación de cuaderno separado con los documentos remitidos.

De los antecedentes que obren en dicho cuaderno se dará conocimiento a los abogados de las partes sólo en cuanto sirvan de fundamento de la acusación, del sobreseimiento o de la sentencia definitiva. Si se quisiere hacerlos valer ante los tribunales superiores de justicia, ello se comunicará al Presidente del tribunal respectivo, quien dispondrá, en tal caso, que la audiencia pertinente no sea pública.

Todos los que hubieren tomado conocimiento de tales antecedentes estarán obligados a mantener el secreto de su existencia y contenido.

Las disposiciones de este artículo relativas al cuaderno separado, serán aplicables, aun cuando se hubiere cerrado el sumario, dictado sobreseimiento, sentencia firme o ejecutoriada en el proceso.

Si se tratare de materias civiles, se observarán las mismas reglas, en cuanto sean aplicables al procedimiento respectivo.

Artículo 24.- La Dirección estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República en conformidad con su ley orgánica.

El organismo contralor procederá a la toma de razón en forma reservada de los decretos y resoluciones relativos a la Dirección o expedidos por ella. Estos decretos o resoluciones podrán cumplirse de inmediato, sin perjuicio de su posterior tramitación, cuando así se disponga en ellos.

Artículo 25.- Los estudios, antecedentes, informes, datos y documentos que obtengan, elaboren, recopilen o intercambien la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones y los organismos de inteligencia de Carabineros y de la Policía de Investigaciones, se utilizarán, exclusivamente, para el cumplimiento de sus respectivos cometidos legales.

Artículo 26.- Las disposiciones del decreto ley N2 799, de 1975, no se aplicarán a los vehículos que se adquieran o arrienden para la Dirección o que ésta utilice a cualquier otro titulo.

Artículo 27.- La Ley de Presupuestos deberá consultar los fondos necesarios para el funcionamiento de la Dirección, debiendo contemplar una cantidad para gastos reservados con la obligación de rendir cuenta en forma global y reservada al Contralor General de la República.

La información del movimiento financiero y presupuestario de la Dirección, que se proporcione a los organismos correspondientes, se ajustará a las normas establecidas en la Ley de Administración Financiera del Estado. La documentación respectiva será mantenida en la Dirección, donde podrá ser revisada por los organismos pertinentes y por la Contraloría General de la República, según corresponda.

Artículo transitorio.- El gasto a que dé lugar la aplicación de esta ley, durante el año presupuestario 1992, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, de la partida Tesoro Público.".".

Acordado en sesiones celebradas con esta fecha y los días 7, 14 y 21 de octubre y 11 de noviembre en curso, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente), Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco Gómez.
Sala de la Comisión, a 23 de noviembre de 1992.
FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario

